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  Creí que ya lo había visto todo. Viví en directo la mayor crisis financiera de la historia moderna, provocada por las hipotecas de alto riesgo (subprime). Desde el inicio, en 2007, y en el epicentro de todos los problemas, Estados Unidos. La corresponsalía del diario económico Expansión en Nueva York me permitió contar historias impensables hasta ese momento, como la desaparición de la firma Bear Stearns de Wall Street, la quiebra del banco Lehman Brothers, el pánico posterior en las bolsas, la recesión más grave desde el final de la Segunda Guerra Mundial, el contagio internacional y la agonía de la población. La estabilidad financiera se tambaleó por las conductas temerarias de los gestores de los grupos más problemáticos.




  Richard Fuld, presidente ejecutivo de Lehman Brothers, es un exponente claro de la asunción de riesgos excesivos y de la desfachatez extrema. Su pésima dirección estranguló a uno de los iconos de la banca de inversión. La Reserva Federal, el banco central estadounidense, contribuyó a la quiebra de la entidad al negarle más financiación de emergencia cuando su posición se hizo insostenible, en una decisión muy polémica, sobre todo cuando dos días después aprobó el rescate de la aseguradora AIG con fondos públicos.




  El desfallecimiento de la primera economía del mundo1 disparó el desempleo. La tasa de paro superó los dos dígitos, con quince millones de estadounidenses sin trabajo y sin perspectivas de mejora a corto plazo. Pese a los esfuerzos y las grandes esperanzas depositadas en el presidente del país, Barack Obama, se desdibujaba el sueño americano, aquella ilusión de que cualquier persona podía prosperar con su propio esfuerzo y generar riqueza para los suyos, con independencia de cuál fuera su raza, clase o religión.




  Mientras tanto, España disfrutaba aún del espejismo de felicidad surgido durante los años de la burbuja inmobiliaria. Gobernantes, empresarios, banqueros y ciudadanos, adictos a la deuda, exprimían el dinero barato, vivían por encima de sus posibilidades y se olvidaban de ahorrar.




  Cuando volví a España, la directora del periódico, Ana Pereda, me propuso que me encargara de cubrir la información de la banca. El sector ya sufría por los problemas de las cajas de ahorros más débiles, como Caja Castilla-La Mancha, CajaSur y Caja de Ahorros del Mediterráneo, que estaban dirigidas por gestores inútiles, avariciosos, temerarios y carentes de toda decencia. Pero lo peor todavía estaba por venir. La economía española, destrozada por el estallido de la burbuja inmobiliaria, entró en su peor crisis desde los años posteriores a la Guerra Civil.2 El deterioro coincidía en el tiempo con la crisis financiera internacional aún viva y con las tensiones de la deuda pública europea. La música celestial dejó de sonar por los errores sangrantes de los gestores de las cajas de ahorros más problemáticas, el cambio de ciclo económico y la respuesta tibia y tardía tanto del Gobierno socialista como del Banco de España.




  El modelo de negocio de las cajas fue positivo y útil para la sociedad en su origen, pero después se pervirtió, con un amplio grupo de directivos que se arrimaron al poder político, abusaron del riesgo inmobiliario, buscaron su propio beneficio y se concedieron retribuciones, indemnizaciones y pensiones millonarias. Saquearon sin pudor las entidades para las que solo trabajaban pero que sentían como si fueran suyas. La ministra de Economía, Elena Salgado, y el gobernador del Banco de España, Miguel Ángel Fernández Ordóñez, creyeron que la crisis más grave de la historia moderna era pasajera y, con una ingenuidad infantil, negaron la realidad a un país que se preparaba para celebrar elecciones generales en marzo de 2008. Los gobiernos regionales tampoco contribuyeron a la causa con sus decisiones de oponerse a fusiones de cajas que tenían su lógica en favor de otras operaciones disparatadas que nunca debieron producirse.




  Cuando todos se dieron cuenta de sus errores y quisieron reaccionar ya era demasiado tarde. El posterior maremágnum de cambios normativos, con nueve leyes distintas aprobadas en cuatro años (tres ya con Mariano Rajoy en La Moncloa), desestabilizó al sector financiero y lo dejó en una situación de fragilidad sin precedentes. La confianza de los clientes y de los inversores, la proteína que los bancos necesitan tanto como el aire, desapareció. Como en las crisis no existen compartimentos estancos, los problemas contagiaron a la economía real y a los ciudadanos. España, que aspiraba a colocarse entre las siete mayores potencias del mundo, perdió posiciones en la clasificación mundial. Aunque llegó a ser la octava economía, descendió hasta el puesto número dieciséis. El desempleo está en máximos históricos y el impago de los créditos amenaza al conjunto de la banca.




  El Gobierno del Partido Popular heredó un sector financiero en reestructuración y, al contrario que el Partido Socialista, quiso resolver los problemas cuanto antes e imprimió velocidad al saneamiento, aunque su actuación fue un tanto errática y desconcertante durante los nueve primeros meses. El ministro de Economía, Luis de Guindos, forzó la nacionalización de entidades como Bankia, en una de las crisis peor gestionadas de los últimos tiempos, pidió ayuda financiera a la Unión Europea y diseñó un plan para reconfigurar el sistema bancario español. Su objetivo es que haya menos entidades y que estas sean cada vez más grandes y más solventes, lideradas por Santander, BBVA y La Caixa, para que así puedan centrarse en captar ahorro, dar crédito y contribuir a la reactivación de la economía. El impacto de las políticas promovidas por el Gobierno de Rajoy todavía está por definir. Por ahora tan solo puede afirmarse que han fracasado en su intento de que los mercados vuelvan a confiar en los bancos españoles y que las fusiones y adquisiciones provocarán una reducción de la competencia que encarecerá los servicios financieros.




  La crisis económica ha obligado ya a comprometer más de 225.000 millones de euros para sanear los balances de las entidades sanas y para respaldar los planes de reestructuración de los grupos intervenidos, nacionalizados o en proceso de fusión. Las propias entidades financieras han asumido tres cuartas partes de esta factura y el Estado ha sufragado el resto. Está por ver si parte de este dinero podrá recuperarse a medio y largo plazo, siempre que la economía salga de la recesión y la banca recobre su salud, o si, por el contrario, será necesario aportar más fondos. De momento, el Gobierno ya ha tenido que admitir que las inyecciones de capital tendrán un impacto en la deuda y en el presupuesto del Estado, lo que complicará aún más el objetivo de reducir el déficit público. Así será difícil cumplir los compromisos adquiridos con los socios europeos, a pesar de las subidas de impuestos aprobadas por el Ejecutivo de Rajoy. Los incrementos del IRPF o el IVA han castigado a unas rentas familiares que ya estaban maltrechas por la crisis.




  Estados Unidos comenzaba a reanimarse cuando dejé el país. España todavía está muy lejos. El futuro del sector financiero aún huele a gasolina.
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  Banca made in Spain




   




   




   




  El sistema financiero español es hijo único. Su estructura, diferente de la del resto de los países europeos, empezó a construirse hace más de dos siglos. El mercado se repartía entre los bancos y las cajas de ahorros, unas entidades constituidas como fundaciones de carácter privado con finalidad social, sin una propiedad definida y con estrictas limitaciones legales al ejercicio de su actividad. Obligadas a operar exclusivamente en su territorio de origen, desarrollaron un modelo de negocio basado en la cercanía al territorio, los clientes y los poderes públicos. Su anclaje local les permitió superar guerras civiles, mundiales y cambios de régimen. La liberalización que se inició con la llegada de la Transición democrática rompió la separación entre bancos y cajas al permitir a estas que se expandieran a otras zonas del país que hasta ese momento eran vírgenes para ellas. Se lanzaron a la caza de familias y empresas, inundaron el país de sucursales y utilizaron la concesión de créditos como principal vía de crecimiento. La estrategia dio resultado y las cajas se hicieron con el control del 50 por ciento del mercado. A pesar de la desaparición de las restricciones operativas y de la equiparación con las estrategias empresariales de los bancos, conservaron la indefinición de su propiedad, en un caso único en Europa. Esta estructura permitió que en ocasiones los gestores de algunas cajas actuaran con libertad absoluta, sin ningún contrapeso efectivo, y protagonizaran una expansión agresiva y letal.




   




   




  El sistema financiero antes de la crisis




   




  España cuenta con un sistema financiero diversificado, competitivo, tecnológicamente avanzado y plenamente integrado en los mercados financieros internacionales. El sistema está formado por las instituciones y los mercados que se encargan de recoger y administrar el ahorro de la sociedad y de canalizarlo hacia las empresas y las familias que necesitan fondos para invertir y hacer frente a sus necesidades. Bancos, cajas de ahorros, cooperativas de crédito y cajas rurales son los principales operadores del sistema financiero, que incluye también el mercado de valores, tanto de renta fija (deuda pública y privada) como variable (acciones), el mercado monetario (títulos a corto plazo emitidos por el Banco de España que son suscritos por las entidades financieras) y el mercado de derivados (instrumentos financieros que aseguran el precio que se pagará a futuro por comprar o vender un activo con el fin de cubrirse ante las posibles variaciones al alza o a la baja que pueda sufrir el actual precio de estos activos).




  El sistema financiero está fuertemente regulado por las leyes que emanan del Congreso de los Diputados y de los parlamentos de las diecisiete comunidades autónomas, así como por la normativa del Banco de España. Este emite dinero y supervisa el sistema bancario con total independencia del Gobierno.




  Bancos, cajas, cooperativas de crédito y cajas rurales reciben depósitos del público, es decir, compran dinero, y conceden préstamos, o lo que es lo mismo, venden dinero. Las entidades remuneran los depósitos captados mediante el pago de un tipo de interés. Con estos recursos otorgan a sus clientes créditos personales, hipotecarios y comerciales por los que cobran un tipo de interés. La diferencia entre los intereses cobrados y los intereses pagados constituye la principal fuente de ingresos de los bancos. Las entidades están obligadas a guardar parte del dinero que ganan en una hucha, técnicamente llamada provisión, para hacer frente a imprevistos futuros, como el posible deterioro de la economía.




  El menor desarrollo de otras fuentes de financiación, como los mercados de valores, se traduce en una elevada bancarización de la economía española. Las entidades de crédito aportan aproximadamente el 80 por ciento de los recursos financieros prestados al conjunto de la sociedad.3 La intensa relación entre la economía y el sistema bancario, mayor que en otros países europeos, tiene efectos positivos y negativos. Por un lado, facilita el crecimiento en épocas de bonanza. Los activos de la banca conservan su valor, la morosidad es baja y los beneficios obtenidos le permiten mantener los fondos propios necesarios para alimentar el crédito. Pero, por otro lado, crea dificultades en momentos de crisis. Cuando la economía sufre, la salud de las entidades financieras se resiente y el crédito que se necesita para invertir deja de estar disponible. Los problemas de bancos y cajas de ahorros se contagian de forma inmediata a empresas y familias.




  La elevada dependencia de la financiación bancaria se ha apoyado en la singular estructura del sistema financiero español, que hasta la actual crisis tenía unas señas de identidad propias, muy diferentes de las de otros países europeos. Bancos y cajas de ahorros dominaban el mercado, igual que sucedía en otros países europeos como Reino Unido, Alemania, Francia, Bélgica, Países Bajos, Suecia, Dinamarca, Italia y Austria. Sin embargo, el modelo español de cajas era muy distinto al de resto de Europa por la estructura jurídica de las entidades y su forma de operar.




  Las cajas españolas se crearon hace dos siglos en un país que estaba devastado por el impacto de la Guerra de la Independencia.4 La rapiña y la usura golpeaban a los pequeños agricultores en la época de malas cosechas. Las cajas surgieron en este contexto para prestar servicios financieros a la población más desfavorecida y al mundo rural, colectivos que sin la presencia de estas entidades estaban desatendidos. También aspiraban a fomentar el ahorro popular y el desarrollo económico y social. Las cajas heredaron la actividad de los montes de piedad, instituciones de carácter benéfico a las que acudían las personas sin recursos económicos para empeñar sus pertenencias a cambio de dinero. La primera caja se constituyó en 1834 en Jerez de la Frontera por iniciativa del conde de Villacredes, que captaba depósitos y por cada imposición que recibía pagaba un interés del 4 por ciento.5 Cuatro años después nacía Caja Madrid, que asumía el monte de piedad que había fundado en 1702 el sacerdote aragonés Francisco Piquer.




  Jurídicamente las cajas eran fundaciones de naturaleza privada. A pesar de esta denominación y de que las primeras entidades sí respondían a iniciativas de la sociedad civil, la gran mayoría nació al amparo de promotores públicos, como ayuntamientos, diputaciones provinciales y gobiernos regionales. Se diferenciaban así de los bancos, que se habían desarrollado en España desde la propiedad privada. Caja Navarra debe su origen al Ayuntamiento de Pamplona y al Gobierno Foral de Navarra; Cajastur al Ayuntamiento de Gijón y a la Junta General del Principado de Asturias; Caixa Catalunya, a la Diputación de Barcelona; Kutxa, al Ayuntamiento de San Sebastián y la Diputación de Guipúzcoa; y Unicaja, a las diputaciones de Málaga y Jaén. Son solo algunos ejemplos de una lista interminable. Ser fundador no equivalía a convertirse en dueño, ya que las cajas carecían de propietarios. Tampoco tenían un capital social en forma de acciones que pudieran transmitirse o intercambiarse con terceros.




  Las entidades de ahorro ejercían su actividad con fuertes restricciones legales. Por su condición de instituciones sin ánimo de lucro, sus excedentes debían dedicarse a la dotación de bienes y servicios sociales en las zonas donde actuaban. Inicialmente solo podían operar en la provincia o comunidad autónoma donde estaba ubicada su sede social. Se especializaron en atender a las familias y en conceder créditos hipotecarios, en contraposición a los bancos, que eran más fuertes en financiar a empresas y a personas con rentas altas. La competencia entre las cajas de una misma autonomía era despiadada. Las restricciones sirvieron para que las cajas mantuvieran una gran cercanía con el territorio, los clientes y los poderes públicos de su zona de origen. Casi todas crearon entramados viscosos con las comunidades autónomas, que se convirtieron en promotores y accionistas mayoritarios en la sombra.




  Al no poder salir de su ámbito geográfico, basaron su expansión inicial en el crecimiento orgánico por el que aumentaban su negocio ofreciendo más servicios financieros a sus clientes existentes y nuevos, sin realizar adquisiciones de otras entidades. A partir de finales de la década de 1950 sus prácticas comerciales empiezan a cambiar y a equipararse a las de los bancos. Este acercamiento se acelera a raíz de la liberalización gradual y progresiva de su actividad, decretada sobre todo en la Transición (con Enrique Fuentes Quintana como vicepresidente para Asuntos Económicos) y con el primer Gobierno socialista (bajo la batuta de Miguel Boyer, ministro de Economía, Hacienda y Comercio). Los sucesivos cambios normativos les permitieron abrir oficinas fuera de su zona de influencia, fusionarse entre sí y asemejarse a los bancos, aunque conservaron su condición de fundación privada, sin despejarse la indefinición sobre quiénes eran sus dueños reales. La ausencia de propietarios dificultó el control sobre los gestores de las entidades, que no tenían que responder ante sus accionistas, al contrario que los bancos, que eran sociedades anónimas y, además, solían cotizar en bolsa.




  IberCaja y Unicaja ejemplifican el cambio en la estrategia de las entidades de ahorro tras la liberalización. La Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Zaragoza, Aragón y Rioja adoptó la marca IberCaja en 1988 y decidió expandirse en las zonas colindantes a su área tradicional: Cataluña, Comunidad Valenciana, Navarra, parte de Castilla y León y Madrid. Tres años después, nacía Unicaja, unión de cinco entidades andaluzas (Ronda, Cádiz, Almería, Málaga y Antequera).




  Al salir de su territorio, las cajas se adentraron en zonas donde la competencia todavía era mucho más feroz, con un gran peso de los bancos, que ya se habían reestructurado y reconfigurado antes. La crisis del petróleo arrastró a la industria española, que había recibido fuertes inversiones de la banca, disparó las quiebras, elevó la morosidad (créditos impagados) y deterioró la cartera de préstamos de las entidades financieras. Las dificultades fueron mayores para un grupo de bancos gestionados por ejecutivos de profesionalidad cuestionable, que habían intentando exprimir al máximo la desregulación de los tipos de interés. El Estado reaccionó con la creación del Fondo de Garantía de Depósitos, que desde entonces protege los ahorros de los clientes. Los grupos más grandes y sanos absorbieron a entidades débiles, como Banca Catalana, comprada por Banco Vizcaya, y Urquijo, que se integró en Hispanoamericano. Poco después comenzarían las grandes fusiones, que dieron origen a BBV, La Caixa y Central Hispano.




  El proceso provocó la reordenación de los bancos, con la desaparición de las entidades más frágiles y la mejora de la gobernanza en las supervivientes. Además, estas reorientaron su actividad y pasaron de la financiación industrial a la banca comercial, respaldando el ciclo productivo de las empresas, pero sin participar en su capital. Se estaban poniendo los cimientos de los que hoy son los dos bancos más grandes del país, Santander y BBVA. El primero compró Central Hispano y el segundo Argentaria.




  Álvaro Cuervo, catedrático de Economía de la Universidad Complutense, calcula que la crisis bancaria costó 1,58 billones de pesetas (unos 9.500 millones de euros). El sector público soportó más de tres cuartas partes de este importe. El resto de los fondos procedió de las propias entidades.6




  Después de ese periodo las cajas, ya con su actividad liberalizada, se lanzaron a comprar bancos. Caja Madrid adquirió Banco de Crédito y Ahorro, filial de BBVA. Abría así el camino a Caixa Catalunya (compró Banco de la Exportación a Banco Atlántico), La Caixa (se hizo con Isbanc) y Bancaja (adquirió Banco de Murcia, filial de Santander). El proceso no podía producirse a la inversa, ya que las cajas continuaban sin tener propietarios y sin disponer de un capital social que pudiera transmitirse a terceros. La patronal de los bancos, la Asociación Española de Banca (AEB), pidió al Ministerio de Economía que cambiara la ley para que sus socios pudieran comprar cajas. Su petición no fue atendida. El sistema financiero comenzaba a distanciarse del de otros países europeos donde bancos y cajas también se repartían el mercado, pero en condiciones muy distintas.




  Europa contaba con 1.286 cajas en 1996 y Alemania era el país con más entidades. España tenía muchas menos cajas, pero su peso en el conjunto del sistema financiero era más elevado que en otros estados.7 Pero la gran diferencia no era el tamaño, sino la estructura jurídica, la propiedad y la libertad con la que operaban. A partir de la década de 1990, la mayoría de los países europeos empezó a permitir que las cajas se convirtieran en sociedades anónimas, con mayoría de capital privado. Reino Unido, Países Bajos, Bélgica, Suecia, Dinamarca, Italia y Austria adoptaron esta política que, además, llevaba aparejada la libertad de actuación territorial. Cada entidad podía decidir cuál era su ámbito geográfico con independencia de donde estuviera su sede social.




  Así, en Reino Unido cuatro cajas locales se unieron y crearon una sociedad anónima, Trustee Saving Banks, que salió a cotizar en la Bolsa de Londres y que se fusionó con Lloyds Bank. Italia autorizó a las cajas a separar su actividad financiera, que se traspasó a una sociedad anónima, de la actividad social, que sería desarrollada por una fundación controlada por las antiguas cajas. La caja más grande, Cariplo, se fusionó con el Banco Ambrosiano y dio origen a lo que hoy es el grupo Intesa Sanpaolo. Alemania optó por un modelo mixto. Casi todas sus cajas son públicas, controladas por los municipios o los länder. Conviven con un pequeño núcleo de cajas privadas. Estas son las únicas que tienen libertad para operar, ya que las públicas cuentan con fuertes restricciones territoriales. España se convirtió en el único país donde las cajas, sin ser públicas ni cien por cien privadas, no tenían la posibilidad de constituirse en sociedades anónimas pero sí disponían de autorización para operar en cualquier parte del territorio.




   




   




  Buenos contra malos




   




  Bancos y cajas españolas, cada vez más parecidos, se volcaron con especial fuerza en el negocio minorista doméstico, que abarca a particulares y pequeñas y medianas empresas, con productos como cuentas corrientes, depósitos, préstamos personales e hipotecarios, fondos de inversión y seguros. La comercialización de otros instrumentos financieros más complejos está fuertemente restringida por el Banco de España. Tradicionalmente las entidades financian los créditos que otorgan con los depósitos que captan de sus clientes.




  Cuando las cajas salieron de sus zonas de origen utilizaron la concesión de créditos como palanca para crecer y arañar negocio a los bancos. Recurrieron al segmento más fácil que tenían a su disposición: la financiación a las empresas inmobiliarias. Actuaban así desde el convencimiento de que, al otorgar préstamos a las promotoras de inmuebles, llegarían después las hipotecas del particular que compraría las viviendas y con ellas ganarían nuevos clientes. La hipoteca es el producto financiero que atrae a los clientes y los ata a sus entidades financieras casi de por vida. A partir de ahí los bancos pueden estrechar la relación comercial con los clientes y venderles otros servicios en los que logran un mayor rendimiento. Las entidades consiguen un 65 por ciento más de rentabilidad con los clientes que han firmado una hipoteca que con los que no contratan este producto.




  La estrategia funcionó hasta la crisis actual y a ello contribuyó el engaño colectivo que se produjo en una parte de la sociedad española, que tenía una visión arquetípica de la banca. Esta era considerada como un mal necesario, pero, a la vez, como un agente del sector financiero ruin y egoísta. Por el contrario, las cajas eran calificadas como benéficas por la obra social. Este maniqueísmo, que clasifica a las personas —y los objetivos— como buenas o malas sin matices ni términos medios, favoreció el crecimiento de las cajas. Antes de la crisis actual controlaban el 50 por ciento del total de los depósitos y créditos a empresas y familias. Cinco de cada diez euros confiados al sistema financiero español estaban guardados en las entidades de ahorro.




  El crédito a los promotores se convirtió así en el mayor riesgo para las entidades financieras, mucho más que las hipotecas de particulares. En España, los préstamos para adquirir viviendas se conceden a las personas. En caso de no pagar el crédito, el titular de la hipoteca no puede entregar la casa que actuaba como garantía al banco y desentenderse de los compromisos adquiridos, como sí sucede en Estados Unidos, país donde se originó la crisis de las subprime (hipotecas de alto riesgo) en 2007. El comprador español responde ante la entidad que le dio el préstamo con su patrimonio y sus ingresos presentes y futuros. La entrega de la vivienda para saldar deuda, conocida como «dación en pago», solo está reservada para familias con rentas muy bajas, en riesgo de exclusión social, y que carecen de avalistas solventes.




  Para dar servicio a los clientes minoristas, captar su ahorro y conceder crédito promotor e hipotecas, bancos y cajas desplegaron una densa red de sucursales. España llegó a ser el primer país de Europa por número de oficinas, alcanzándose el récord en la última fase de expansión económica.8 Madrid y Barcelona eran las provincias con más sucursales. El crecimiento es atribuible a las cajas, que se lanzaron a abrir oficinas después de que en 1988 el Banco de España liberalizara su actividad y permitiera que se implantaran fuera de su territorio de origen. Hasta ese momento, el 35 por ciento de las entidades de ahorro solo estaba presente en una provincia. La mitad del sector únicamente operaba en una comunidad autónoma, según el supervisor. Las cajas exprimieron la oportunidad que les brindó el Banco de España para expandirse, y un año después solamente el 4 por ciento de las cajas tenía un ámbito geográfico uniprovincial. Con este movimiento buscaban ampliar al máximo su campo de actuación y, al mismo tiempo, querían implantarse en los nuevos núcleos de población que surgían al calor de la expansión urbanística. También pretendían aprovechar el hueco que había dejado la banca, que redujo su red debido a la ola de fusiones de la década de los noventa y al inicio de su internacionalización.




  La elevada densidad de oficinas de entidades españolas dificultó el desarrollo de la banca extranjera, que tiene un peso reducido en la intermediación financiera doméstica. Las entidades internacionales podían operar en España desde hace más de treinta años cuando el Consejo de Ministros autorizó las primeras sucursales de bancos extranjeros. Se implantaron en España grupos como Citibank, Chase, Deutsche Bank, Barclays y Commerzbank, entre otros. Pero para ellos fue duro hacerse con un nombre en un país dominado por marcas nacionales con fuerte arraigo. Los clientes siguieron decantándose por las entidades financieras españolas, que tenían más oficinas cerca de sus domicilios, y forzaron a los grupos foráneos a especializarse en banca para empresas. Que hubiera una sucursal bancaria en cada esquina también ralentizó el despegue de las entidades que carecían de presencia física y que solo operaban a través de internet.




   




   




  Eficiencia




   




  Las entidades consiguieron desarrollar esta trama de puntos de venta y, a la vez, debido a la elevada competencia, elevaron su productividad, como demuestra la evolución de la ratio de eficiencia. Este indicador determina qué porcentaje de los ingresos que obtiene una entidad financiera se destina a cubrir gastos. Se utiliza en todo el mundo para evaluar la gestión de los bancos, y es preferible que sea lo más bajo posible.9 Las entidades españolas eran más eficientes que la media europea y se disputaban el liderazgo de este indicador con grupos británicos como Lloyds. En momentos de expansión, una ratio de eficiencia pequeña permite que mayores ingresos generen más beneficios para las entidades. Por el contrario, en las crisis sirve para que las entidades puedan resistir reducciones de los ingresos sin entrar en pérdidas. Hoy los bancos cotizados son mucho más eficientes que las cajas que aún languidecen en el sistema financiero, salvo CaixaBank e IberCaja.10




  La vocación minorista de las entidades financieras españolas contrasta con el modelo de banca de otros países europeos y americanos, que otorgan una mayor relevancia a la actividad mayorista y las operaciones de banca de inversión, actividades menos intensivas en empleo y capital. Bajo este paraguas integran servicios para grandes corporaciones e instituciones, especialmente en áreas como la intermediación bursátil, la renta fija y otros productos sofisticados y de mayor riesgo. También ofrecen asesoramiento financiero a las empresas en sus operaciones de inversión, fusiones y adquisiciones y venta de activos. Bancos europeos como Credit Suisse, UBS y Barclays encajan en este perfil, igual que entidades estadounidenses como JPMorgan, Goldman Sachs, Bank of America Merrill Lynch y Citigroup. Todos ellos tenían una exposición a productos sofisticados y arriesgados mucho mayor que la de la banca minorista. Además, se beneficiaron del sistema financiero en la sombra que crearon las entidades al sacar los créditos de sus balances, empaquetarlos y venderlos a inversores como vía para reducir riesgos y obtener más ingresos. Esta forma de operar estaba muy restringida en España.




  La evolución histórica del sistema financiero español dividió al sector bancario entre las grandes entidades internacionales, Santander y BBVA, y los grupos de menor tamaño, centrados en el mercado nacional o regional, como las cajas de ahorros. Los bancos más sólidos lograban una alta rentabilidad con su negocio, tenían un exceso real de recursos propios y contaban con una baja morosidad y una elevada cobertura de sus riesgos. Algunas cajas de ahorros, poco prudentes y nada transparentes, actuaban en sentido contrario. Caja Castilla-La Mancha, CajaSur y Caja de Ahorros del Mediterráneo son tres casos paradigmáticos. Sus ejecutivos, ajenos a la disciplina que implica tener accionistas o cotizar en bolsa, se alinearon con el poder político y protagonizaron un crecimiento alocado fuera de su territorio. Jugaron a ser banqueros, dieron créditos a cualquier persona que entraba en la sucursal y financiaron a toda inmobiliaria que quisiera urbanizar suelo y edificar viviendas. Sus errores han contribuido a resquebrajar el sistema financiero español, que estaba considerado uno de los mejores del mundo hasta hace apenas seis años.
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  Curas, turroneros y bailarinas




   




   




   




  Los gestores de las cajas pertenecen al mundo de los ciegos. La mayoría de las entidades estaba en manos de presidentes que carecían de la formación necesaria para el desempeño del cargo y tampoco contaban con experiencia previa en la gestión de grupos bancarios. De este modo, cometieron errores que ellos no veían, pero que poco a poco empezaron a ser evidentes para competidores, reguladores, supervisores y organismos internacionales. Además, corrompieron su actuación por la cercanía que mantenían con el poder político, con independencia de que esta fuera voluntaria o forzada por la presión que ejercían los partidos. Las cajas terminaron ahorcándose por la falta de profesionalidad de este grupo de gestores y de los órganos de gobierno de los que dependían jerárquicamente: consejo de administración, comisión de control y asamblea general. Las excepciones existieron pero fueron insuficientes para modernizar la gobernanza de las entidades de ahorro, evitar las injerencias políticas y garantizar la supervivencia de este heterogéneo sector sin perder su espíritu fundacional.




   




   




  ¿Quién manda?




   




  Las cajas están sujetas a un doble ordenamiento jurídico, el estatal y el autonómico. El artículo 149 de la Constitución atribuye al Estado español la competencia sobre la ordenación del crédito, la banca y los seguros. Las comunidades autónomas deben desarrollar y ejecutar esta ordenación. De este modo, la legislación nacional fija el marco básico que sirve a las regiones para ejercer sus competencias, entre las que destacan la creación y fusión de cajas, la redacción de los estatutos de las entidades, el nombramiento de los miembros de los órganos de gobierno, la aprobación del presupuesto de la obra social y la protección de la clientela. Para ejercer esta actividad deben pedir informes previos al Banco de España. A las autonomías también les corresponde la supervisión de las cajas. El grado en que cada Gobierno regional ejerce este control depende de sus normas autonómicas, aunque nuevamente se debe colaborar con el Banco de España. Este, por prudencia, se reserva áreas relevantes de las cajas, como la vigilancia de la solvencia, de los recursos propios y de la contabilidad.




  La primera normativa estatal de gran calado para el sector es obra del primer Gobierno democrático, que aprobó un real decreto11 por el que se regulan los órganos de gobierno y las funciones de las cajas. La norma fijó la existencia de tres órganos rectores: la asamblea general (equivalente a la junta de accionistas en las sociedades anónimas), el consejo de administración y la comisión de control, que, inspirándose en un sistema de gobierno vigente en Alemania, debía vigilar la actuación de los dos primeros. Los miembros de todos estos órganos tenían carácter honorífico y gratuito, sin recibir percepción alguna más allá de dietas de asistencia y desplazamiento. El presidente del consejo de administración y de la entidad era el encargado de la representación institucional, sin competencias ejecutivas. Estas se reservaban a los verdaderos gestores, los directores generales, que eran los ojos y los oídos de los presidentes en el día a día del negocio. El consejo tenía que elegir al ejecutivo entre personas con preparación técnica y experiencia suficiente para desempeñar las funciones propias del cargo.




  El primer Gobierno del socialista Felipe González quiso introducir modificaciones en la legislación que permitiesen corregir desviaciones que se habían producido en los objetivos de las cajas. Al mismo tiempo intentaba democratizar los órganos rectores. Con este espíritu derogó el real decreto y aprobó la Ley de Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros (LORCA). La norma fue impulsada por Miguel Boyer, ministro de Economía, Hacienda y Comercio.12 Curiosamente Boyer contaba en ese momento con un equipo de colaboradores muy leales, entre ellos el secretario de Estado de Economía y Planificación, Miguel Ángel Fernández Ordóñez, quien en 2006 se convirtió en gobernador del Banco de España, el supervisor del sector financiero. Fernández Ordóñez, propuesto para el cargo por el presidente socialista José Luis Rodríguez Zapatero, estuvo al frente de la institución durante la actual crisis hasta que dejó el cargo en junio de 2012, pocos días antes de agotar su mandato y enfrentado con el nuevo Gobierno de Mariano Rajoy.




  La LORCA mantuvo la obligación de que los consejeros solo pudieran cobrar dietas, pero introdujo una modificación sustancial que afectó a los presidentes. Estos eran los únicos consejeros que sí tenían derecho a cobrar sueldo y a asumir las tareas ejecutivas del director general si así lo decidían las entidades de forma voluntaria. La normativa estipuló que tanto el presidente de la caja, si se le asignaba un sueldo, como el director general debían tener dedicación exclusiva. Las entidades aprovecharon esta modificación y dieron más poder al presidente, que empezó a mandar cada vez más, en detrimento del director general. En la práctica la figura del presidente se equiparó a la del consejero delegado de los bancos, dando pie a una concentración de poder que en muchos casos fue excesiva. Desde 2000 hasta 2004 más de la mitad de cajas cambiaron de presidente. Muchos procedían de la esfera política o de otras profesiones, sin haber trabajado antes en el sector financiero. Podían contarse con los dedos de las manos los que tenían estudios de posgrado como doctorado, máster o cursos en el extranjero.




  Miguel Castillejo, sacerdote, encaja en el perfil de gestor pseudoaficionado. Castillejo presidió la andaluza CajaSur durante 28 años, convirtiéndose en uno de los más longevos del sector financiero español. Había llegado a la entidad de la mano de la Iglesia católica, fundadora de la caja. Sacerdote, doctor en Filosofía y licenciado en Ciencias Políticas, fue designado canónigo de la catedral de Córdoba. Automáticamente por ser miembro nato, el canónigo entró a formar parte del Monte de Piedad y Caja de Ahorros de Córdoba, antecesora de CajaSur, y se hizo cargo de la obra social y cultural. De ahí saltó a la presidencia.




  Durante su etapa al frente de la entidad, Castillejo mantuvo una dura pugna con la Junta de Andalucía, sobre todo cuando Magdalena Álvarez era consejera de Economía. El Gobierno regional quiso arrebatar el control de la entidad a la Iglesia a través de una ley de cajas autonómica. El sacerdote logró poner de su parte al Gobierno central, que durante dos años asumió la tutela de CajaSur, posibilidad que permitía una normativa de ámbito estatal recién aprobada.13 Se iniciaron así cinco años de demandas en los tribunales. La Junta, el Gobierno central (con Magdalena Álvarez como ministra de Fomento) y el Obispado de Córdoba llegaron a un acuerdo, y la caja volvió a estar bajo la tutela de la comunidad autónoma. Durante los tres años de tutela estatal y con Castillejo a punto de jubilarse, la caja realizó una fuerte apuesta por el mercado inmobiliario con la creación de sociedades promotoras en las que participaban empresarios del sector.

OEBPS/Images/sello.jpg
coOnects





OEBPS/Images/cover.jpg
Gemma Martinez
. periodista de Expansion \

conecta





